ARBITRAJE - Régimen jurídico aplicable 

La Ley 1563 de 2012, por la cual se expidió el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, recogió la normativa existente en el país en materia de arbitraje, incluyó algunas modificaciones, a través de su artículo 118 derogó el Decreto 1818 de 1998 en todo lo referente al arbitramento y, adicionalmente, consagró en el artículo 119 su entrada en vigencia, la cual inició el 12 de octubre del 2012.

Consecuente con lo anterior, la Sala Plena de la Sección Tercera de la Corporación, en providencia de unificación del 6 de junio de 2013 precisó que se aplicaría la normativa del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional para las demandas arbitrales interpuestas después del 12 de octubre de 2012.

PACTO ARBITRAL - Naturaleza jurídica
La Constitución de 1991 facultó expresamente a los particulares para administrar justicia en forma transitoria, en calidad de árbitros o de conciliadores, con la capacidad de dictar fallos en derecho o en equidad cuando las partes involucradas en el conflicto así lo dispongan y según las prescripciones señaladas por la ley, como una forma no sólo de descongestionar los despachos judiciales sino de lograr que en forma pacífica las partes pongan fin a sus controversias. 
Se incorporó al ordenamiento constitucional el principio negocial de la habilitación consensuada, fundante de la capacidad constitutiva de la autonomía de la voluntad, para instituir autoridades y, sobre todo, para determinarles el contenido sustancial de sus competencias. La Ley 1563 de 2012, en el artículo 1º, define el arbitraje como un mecanismo alternativo de solución de conflictos, mediante el cual las partes defieren a árbitros la solución de una controversia relativa a asuntos de libre disposición o aquellos que la ley autorice.

Asimismo, la jurisprudencia de esta Corporación se ha pronunciado respecto de la autonomía del pacto arbitral en la modalidad de cláusula compromisoria: Por lo demás, según los dictados del parágrafo único del artículo 116 de la Ley 446 de 1998, recogido por el parágrafo único del artículo 118 del Decreto 1818 de 1998, tal como ha sido reconocido tanto por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, como por la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, se tiene que a partir de la referida autonomía que caracteriza a la cláusula compromisoria respecto de la existencia y validez del contrato del cual hace parte, los árbitros se encuentran habilitados para decidir la controversia aún en el caso en que el contrato, sobre el cual deben fallar, sea nulo o inexistente, es decir que la nulidad del contrato no afecta la validez y eficacia de la cláusula compromisoria pactada por las partes.

Finalmente, resultar ilustrativo indicar que la Ley 1563 de 2012 a la par de definir el laudo arbitral como «la sentencia que profiere el tribunal de arbitraje», y de indicar que el mismo puede ser en derecho, en equidad o técnico, impone que, en los tribunales en los cuales intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, si las controversias han surgido por causa o con ocasión de la celebración, desarrollo, ejecución, interpretación, terminación y liquidación de un contrato estatal, incluyendo las consecuencias económicas de los actos administrativos expedidos en ejercicio de facultades excepcionales, el laudo debe proferirse, necesariamente, en derecho.
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Procede la Sala a resolver el recurso de anulación interpuesto por MARCO ANTONIO MARÍN RAMÍREZ, en contra del laudo arbitral del 11 de junio de 2014, complementado el 20 de junio de 2014, proferido por el Tribunal de Arbitramento constituido para dirimir las controversias surgidas entre el convocante y ahora recurrente y el MUNICIPIO DE JAMUNDÍ (Valle del Cauca), con ocasión del contrato de prestación de servicios profesionales No. 34-14-08-265 del 1 de abril de 2011.

I. ANTECEDENTES

1. Demanda arbitral

El 9 de enero de 2013 MARCO ANTONIO MARÍN RAMÍREZ, mediante apoderado judicial debidamente constituido, presentó ante el Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición de la Cámara de Comercio de Santiago de Cali (Valle del Cauca), demanda arbitral en contra del municipio de Jamundí (Valle del Cauca)
, en la que se solicitó, además, la integración del respectivo Tribunal de Arbitramento.

2. Fundamento fáctico de la convocatoria

Los hechos en los cuales se fundó la demanda arbitral, se resumen de la siguiente manera:

2.1. Entre el señor Marín Ramírez y el municipio de Jamundí (Valle del Cauca) fue celebrado un contrato cuyo objeto consistió en:

 “(…) la prestación de servicios profesionales para la asesoría legal y jurídica a la Secretaría de Hacienda municipal, en la parte instrumental y realización del procedimiento administrativo de cobro por jurisdicción coactiva del impuesto predial unificado, multas por infracciones de tránsito así [sic] como el cobro de cánones de arrendamiento atrasados de bienes de propiedad del municipio y demás derechos a favor del mismo…”.

2.2. El valor del contrato se pactó en dos componentes: un monto fijo de $10’000.000 y un segundo rubro consistente en una comisión de éxito, que se pactó de la siguiente manera (cláusula quinta, parágrafo):
“Adicional a lo anteriormente pactado, el municipio se obliga para con el contratista a reconocer el TREINTA POR CIENTO (30%) sobre los intereses y agencias en derecho que se logren en el desarrollo de su gestión en la etapa PERSUASIVA, que traiga como consecuencia la recuperación de los dineros a favor de las arcas del municipio. Si el dinero de los impuestos se recauda en la etapa COACTIVA, quien pagará la gestión profesional será el ejecutado, equivalente al VEINTE POR CIENTO (20%) del valor del recaudo más IVA., [sic] El Municipio de JAMUNDÍ VALLE recibirá el ciento por ciento (100%) de los dineros que se recauden como producto de los impuestos y los gastos de gestión del abogado”.

Mediante acuerdo contractual del 26 de diciembre de 2011 la cláusula transcrita fue modificada
.

2.3. El plazo del contrato se pactó en 9 meses y tuvo por fecha de inicio el 7 de abril de 2011.

2.4. El convocante cifró sus solicitudes indemnizatorias en circunstancias que consideró como desequilibrantes en la economía del contrato y en incumplimientos del contratante, que la Sala se permite sintetizar así:

2.4.1. Desequilibrio económico:
· Mediante el Acuerdo No. 14 del 7 de junio de 2001, el Concejo Municipal de Jamundí concedió estímulos tributarios a las personas naturales y jurídicas que presentaran mora en el pago de sus obligaciones, para lo cual estableció descuentos entre el 50% y el 70% de los intereses moratorios causados sobre el monto del impuesto predial unificado adeudado, dependiendo de la fecha de pago. Afirmó, incluso, que la Tesorera y la Secretaría de Hacienda del municipio de Jamundí (Valle del Cauca) realizaron descuentos del 100% de los intereses moratorios para el impuesto predial desde finales del mes de noviembre y hasta el 31 de diciembre de 2011, amparadas en un decreto del Alcalde municipal.

El desequilibrio originado en la circunstancia anotada se explica por el demandante de la siguiente manera:

“Las rebajas de intereses que se mencionaron (…), ocasionaron desequilibrio en la ecuación contractual en contra del demandante, por cuanto esas rebajas de intereses en mora para el impuesto predial que realizó el Consejo [sic] Municipal de Jamundí acuerdo [sic] número 14 de junio 07 de 2011 (…) y las realizadas por la Tesorera Municipal y la Secretaria de Hacienda del municipio de Jamundí, Valle, amparadas en un decreto del alcalde municipal (…), no permitieron la liquidación de las actas de junio a diciembre de 2011 sobre la base inicial del 100% sin rebaja alguna, ya que a la firma del contrato 34-14-08-265 de abril 01 de 2011, el demandante desconocía lo relacionado con rebajas en intereses, situación que disminuye el valor de cobrar al contribuyente y el valor a percibir por parte del demandante conforme a lo pactado inicialmente en el contrato”.

· La administración municipal no cumplió los procedimientos acordados con el contratista para el pago de los impuestos en mora cuyo cobro correspondía al demandante
, pues fueron realizados algunos pagos sin que se efectuara la respectiva liquidación que incluyera los gastos de gestión de cobro y, en otros casos, porque las solicitudes de los contribuyentes asignados al demandante se remitieron a otros funcionarios o contratistas de la Secretaría de Hacienda. Agregó el demandante, sobre este particular, que la Secretaría de Hacienda expidió la circular 40-08-016 del 28 de septiembre de 2011 en la que señaló que la atención de contribuyentes frente a los cobros jurídicos sólo sería realizada por la Tesorería General o la Secretaría de Hacienda.

En relación con esta reclamación el demandante indicó, además, que entre el 26 de diciembre de 2011 y el 7 de enero de 2012, “…una cantidad considerable de contribuyentes realizaron pagos del impuesto predial, a los que no se les realizó la liquidación del crédito con inclusión de los gastos de ejecución, por cuanto la Tesorería Municipal y la Secretaría de hacienda de Jamundí, Valle, trabajaron a puerta cerrada del 26 al 31 de diciembre de 2011, y a partir del 02 al 07 de enero de 2012, por cambio de administración municipal, dado que las oficinas de cobro de los abogados quedaron cerradas a partir de dicha fecha. Este hecho ocasionó que el demandante no pudiera percibir los ingresos a su favor por esos pagos relacionados con expedientes a cargo del demandante”.

· Algunos gastos de ejecución de los procesos de cobro coactivo fueron liquidados por contratistas o funcionarios del municipio con base en porcentajes equivocados, pues tomaban el pactado para la etapa persuasiva (3%) cuando, en realidad, se trataba de cobros en etapa coactiva (20%). Sobre este particular resaltó el demandante que la administración municipal le exigió presentar su cuenta de cobro con el error antes indicado para que existiera correspondencia entre lo pagado por el contribuyente y lo liquidado en el acta del contratista.

2.4.2. Incumplimientos del contratante:

Expresó, finalmente, que el municipio de Jamundí (Valle del Cauca) adeuda la suma de $235’673.422,92 –con sus respectivos intereses–, por concepto de servicios por él prestados en desarrollo del contrato 34-14-08-265 de 2011. Indicó, además, que la interventoría del contrato se negó a dar paz y salvo frente a 2 de las 14 cuentas de cobro impagadas.

3. Pretensiones

Con fundamento en los hechos antes relacionados, el convocante formuló las pretensiones que la Sala se permite transcribir a continuación, tal como aparecen en el escrito de la demanda arbitral:

“PRIMERA: Que se declare por parte del Tribunal de Arbitramento, que el MUNICIPIO DE JAMUNDÍ, VALLE DEL CAUCA, HA INCUMPLIDO EL CONTRATO 34-14-08-265 de 01 de abril de 2011, referido a LAS OBLIGACIONES consagradas en las cláusulas CUARTA y QUINTA del mismo, así como la Ley 80 de 1993.

“SEGUNDA: Que como consecuencia de lo anterior, el Honorable Tribunal:

“A. Declare que el demandado está obligado a pagar al demandante las sumas de dinero que corresponde [sic] a las siguientes actas:

	ACTA
	
	MES
	
	VALOR
	
	FECHA DE PRESENTACIÓN

	S/N
	
	MAYO-11
	
	$15.902.395,50
	
	06 de junio de 2011

	3
	
	JUNIO-11
	
	$2.000000
	
	23 de noviembre de 2011

	4
	
	JUNIO-11
	
	$5.007.791,82
	
	23 de noviembre de 2011

	5
	
	JULIO-11
	
	$9.965.834,49
	
	25 de noviembre de 2011

	6
	
	AGOSTO-11
	
	$2.000.000
	
	30 de noviembre de 2011

	7
	
	AGOSTO-11
	
	$51.111.494,48
	
	30 de noviembre de 2011

	8
	
	SEPTIEMBRE -11
	
	$2.838.838,83
	
	26 de noviembre de 2011

	9
	
	OCTUBRE-11
	
	$2.000.000,00
	
	26 de noviembre de 2011

	10
	
	OCTUBRE-11
	
	$6.568.652,90
	
	26 de noviembre de 2011

	11
	
	NOVIEMBRE-11
	
	$7.929.572,90
	
	10 de diciembre de 2011

	12
	
	DICIEMBRE-11
	
	$2.000.000,00
	
	19 de diciembre de 2011

	13
	
	DICIEMBRE-11
	
	$12.338.370,00
	
	30 de diciembre de 2011

	14
	
	DICIEMBRE-12
	
	$116,010,472,00
	
	17 de diciembre de 2012

	VALOR TOTAL ACTAS PENDIENTES DE PAGO
	
	$235.673.422,92

	SUBTOTAL
	
	$235.673.422,92


“B. Declare que el demandado está obligado a pagar al demandante por concepto de indemnización y perjuicios y lucro cesante, intereses para cada una de las actas relacionadas anteriormente, como lo establece el numeral 8 del artículo 4 de la Ley 80 de 1993 y el artículo 8.1.1. del Decreto 734 de 2012 (…).

“(…)

“C. Declare que el demandado está obligado a pagar al demandante, las sumas de dinero que corresponde a los siguientes equilibrios económicos, basado en la teoría del PODER EXHORBITANTE [sic] DE LA ADMINISTRACIÓN, por actos imputables a la demandada: (HECHOS 25, 43A, 43B, 53, 54 Y 55)

“Equilibrio Número 2 por valor de


$63.245.401,40

“Equilibrio Número 3 por valor de


$65.578.766,00

“SUBTOTAL





$128.824.167,40

“D. Declare que el demandado está obligado a pagar al demandante, por concepto de indemnización y perjuicios y lucro cesante, intereses por concepto de cada uno de los equilibrios económicos relacionados anteriormente, como lo establece el numeral 8 del artículo 4 del la Ley 80 de 1993, y el artículo 8.1.1 del Decreto 734 de 2012 (…).

“(…)

“E. Declare que el demandado está obligado a pagar el demandante, las sumas de dinero que resulten probadas, relacionadas con los hechos [sic] número 23 y 19G.

“(…)

“F. Declare que el demandado está obligado a pagar el demandante, las sumas de dinero que resulten probadas, relacionados con el hecho número 26, basado en la teoría del PODER EXHORBITANTE [sic] DELA [sic] ADMINISTRACIÓN (…).

“(…) 

“G. Declare que el demandado está obligado a pagar el demandante, las sumas de dinero que resulten probadas, relacionados con el hecho número 46 basado en la teoría del PODER EXHORBITANTE [sic] DE LA ADMINISTRACIÓN.

“(…)

“H. Declare que el demandado está obligado a pagar el demandante, las sumas de dinero que resulten probadas, relacionados con el hecho número 50, basado: 1) En la TEORÍA DE LA IMPREVISIÓN para el caso de aplicación de rebajas de intereses que se hayan realizado con base en [sic] Acuerdo del Concejo Municipal, esto es desde el 07 de junio hasta el 20 de noviembre de 2011 o hasta la fecha de entrada en vigencia del decreto del Alcalde de Jamundí en el que se hace [sic] rebajas del 100% de intereses de mora del impuesto predial; 2) la TEORÍA DEL HECHO DEL PRÍNCIPE Y DE LA IMPREVISIÓN, en el evento de las rebajas de intereses realizadas amparadas [sic] en un Decreto del Alcalde Municipal de Jamundí, Valle, de finales del mes de noviembre de 2011, desde la fecha de entrada en vigencia de ese decreta [sic] hasta el 31 de diciembre de 2011. De no ser por la aplicación del decreto, sería basado en la teoría del PODER EXHORBITANTE [sic] DE LA ADMINISTRACIÓN (…).

“TERCERA: Que se declare por parte del Honorable Tribunal, que el MUNICIPIO DE JAMUNDÍ, VALLE DEL CAUCA, ha incumplido con lo ordenado por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, referido a la liquidación del contrato 34-14-08-265 de 01 de abril de 2011, suscrito entre el demandante y el MUNICIPIO DE JAMUNDÍ, VALLE DEL CAUCA.

“CUARTA: Que como consecuencia de la pretensión anterior, el Honorable Tribunal proceda a realizar la liquidación del contrato 34-14-08-265 del 01 de abril de 2011, suscrito entre el demandante y el MUNICIPIO DE JAMUNDÍ, VALLE DEL CAUCA, la cual deberá contener:

“A. Valor de las actas ejecutadas por el demandante

“B. Valor de las actas pagadas al demandante

“C. Valor de las actas pendientes de pago a favor del demandante

“D. Valor de los equilibrios económicos a favor del demandante

“E. Valor de las sumas de dinero que resulten probadas, relacionados [sic] con los hechos 19 G, 23, 26, 43, 46 y 50 a favor del demandante

“F. Valor de intereses tanto para las actas pendientes de pago como para los equilibrios económicos y todas las demás sumas que resulten probadas a favor del demandante

“G. Valor TOTAL de las acreencias a favor del demandante

“H. Fecha de pago de las acreencias a favor del demandante

“QUINTA: Que se condene al MUNICIPIO DE JAMUNDÍ, VALLE DEL CAUCA, a pagar al demandado interés de mora, por el término que transcurra entre la fecha del laudo y la fecha real de pago del total de las pretensiones.

“SEXTA: Que se condene en costas del proceso y agencias en derecho al MUNICIPIO DE JAMUNDÍ, VALLE DEL CAUCA.

El valor total de las pretensiones fue estimado por el demandante en $585.402.189,17.

4. Cláusula compromisoria

El pacto arbitral fue estipulado en la cláusula decimonovena del contrato de prestación de servicios profesionales No. 34-14-08-265 del 1 de abril de 2011
:

“CLAUSULA DECIMA NOVENA: todos los conflictos que se originen entre las partes con motivo de [sic] desarrollo de este contrato se dirigirán en el centro de arbitraje de [sic] conciliación de Cali Valle”.

5. Trámite arbitral

5.1. Mediante auto número 1 del 7 de junio de 2013, entre otras determinaciones, se declaró legalmente instalado el Tribunal de Arbitramento
. En auto número 2 de la misma fecha admitió la demanda arbitral interpuesta y ordenó la notificación del municipio demandado, del Ministerio Público y de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado
, todo de conformidad con lo previsto en la Ley 1563 de 2012.
5.2. Mediante escritos presentados el 15 de agosto de 2013
 y de 11 de septiembre de la misma anualidad
, el municipio demandado presentó los escritos de contestación a la demanda y a su reforma, respectivamente, por los cuales se opuso a la totalidad de las pretensiones formuladas, aceptó algunos hechos, precisó uno y señaló que no le constaban los restantes y solicitó dar aplicación del artículo 194 del Código de Procedimiento Civil, “…en el sentido de dar el despacho efectos de confesión judicial a la manifestación del apoderado del actor en lo referente a los hechos narrados en su libelo demandatorio”.

Propuso las siguientes excepciones:

5.2.1. Ineficacia de las cláusulas cuarta y quinta del contrato No. 34-14-08-265 del 1 de abril de 2011. Para fundar la excepción propuesta el demandado se limitó a citar en un concepto de la Contraloría General de la República del 18 de septiembre de 2012, en el que se afirmó que el pacto de cuota litis en los contratos estatales es, en principio, ilegal y que sólo puede ser pactado cuando medie un beneficio evidente para el Estado.

5.2.2. Nulidad del contrato No. 34-14-08-265 del 1 de abril de 2011 por objeto y causa ilícita.  Al respecto, el demandado puso de presente el contenido de la Ley 1386 de 2010
 y concluyó que al encontrarse vigente al momento de la celebración del contrato objeto de controversia, se encontraba totalmente prohibida su celebración.

5.2.3. Inexistencia de responsabilidad. Observó el accionado que no se advertía de la documentación que se aportaba con la demanda ningún elemento que permitiera demostrar la existencia de un daño, por lo cual no se configuraba la responsabilidad contractual alegada.

5.2.4. Excepción genérica del artículo 187 de la Ley 1437 de 2011.

5.3. En escrito del 20 de septiembre de 2013 la actora se pronunció frente a las excepciones propuestas, desestimando su prosperidad
.

5.4. El 25 de septiembre de 2013 se adelantó, sin éxito, la audiencia de conciliación de que trata el artículo 24 de la Ley 1563 de 2012, por lo cual el Tribunal continúo con el trámite legal correspondiente
.

5.5. En proveído del 22 de octubre de 2013, el Tribunal de Arbitramento, entre otras determinaciones, definió sobre su propia competencia (kompetenz-kompetenz), advirtiéndola plena para conocer, tramitar y decidir en derecho, en un arbitraje institucional, las controversias planteadas en el documento generatriz del sub lite; estableció en 6 meses el término del proceso arbitral ante el silencio de las partes sobre el particular, y decretó las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio consideró pertinentes
.

5.6. Mediante auto del 15 de noviembre de 2013 el término del proceso fue suspendido entre el 16 de noviembre de 2013 y el 13 de enero de 2014
.

5.7. Con auto del 19 de enero de 2014
 se decretó el cierre de la etapa de instrucción del trámite, advertidos la práctica y el recaudo de la totalidad de los medios de convicción cuyo decreto ordenó el Tribunal de Arbitramento y se fijó la audiencia que por ley se determina para que las partes pudieran alegar de conclusión, lo cual sucedió el 3 de junio de 2014, fecha -esta última- en la que, el mismo Tribunal, ordenó la realización de la audiencia para proferir el laudo arbitral
.

6. Laudo recurrido

Producto del trámite adelantado el Tribunal de Arbitramento profirió el laudo el 11 de junio de 2014, en el cual acogió parcialmente las pretensiones de la demanda y declaró infundadas las excepciones propuestas. Las siguientes fueron las resoluciones adoptadas:
“Primero.- Declarar que el Municipio de Jamundí incumplió el contrato de prestación de servicios No. 34-14-08-265 de 01 de abril de 20112, concretamente en lo relacionado con las obligaciones consagradas en las cláusulas Cuarta y Quinta de dicho contrato, así como la Ley 80 de 1993.

“Segundo.- Declarar no probados [sic] las excepciones de merito [sic] propuestas por el Municipio de Jamundí por las razones aquí consignadas.

“Tercero.- Como consecuencia de tal declaración, condenase [sic] al Municipio de Jamundí a pagar a favor del señor Marco Antonio Marín Ramírez de condiciones civiles ya citadas y dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de ejecutoria del presente laudo arbitral, las siguientes sumas de dinero a saber:

“a) La suma de DOSCIENTOS TREINTA Y CINCO MIILONES [sic] SEISCIENTOS SETENTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS VEINTITRES [sic] PESOS COLOMBIANOS (235.673.423) Por [sic] concepto de los honorarios causados a favor de la parte convocante, relacionados en las actas remitidas a la parte convocada en los meses de mayo de 2011 a diciembre de 2012 y no pagadas por el Municipio de Jamundí.

“b) La suma de QUINCE MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA Y TRES MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y CINCO PESOS COLOMBIANOS ($15.343.955.oo) por concepto del porcentaje pactado sobre los intereses recaudados por el Municipio de Jamundí, por valor de $51.146.615,oo (folios 135 y 136 del cuaderno No. 1 de prueba) relacionados en el punto primero de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales.

“c) La suma de CUARENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y DOS MIL OCHOCIENTOS DIECIOCHO PESOS COLOMBIANOS ($45.872.818.oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva y coactiva (folios 253 a 258 del cuaderno No. 1 de pruebas) relacionados en el punto segundo, de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales. (anexo 2º).

“d) La suma de DOS MILLONES SETECIENTOS SESENTA Y CUATRO MIL TRESCIENTOS NOVENTA Y CINCO PESOS COLOMBIANOS ($2.764.395,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva y coactiva (folios 253 a 258 del cuaderno No. 1 de pruebas) relacionados en el punto segundo de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 3º del informe inicial).

“e) La suma de SIETE MILLONES CUARENTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS VEINTIDÓS PESOS COLOMBIANOS ($7.043.322,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva y coactiva (folios 253 a 258 del cuaderno No. 1 de pruebas) relacionados en el punto segundo de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 3º).

“f) La suma de UN MILLÓN NOVECIENTOS CUARENTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS DIEZ PESOS COLOMBIANOS ($1.945.910,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva y coactiva (folios 253 a 258 del cuaderno No. 1 de pruebas) relacionados en el punto segundo de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 3º del informe inicial).

“g) La suma de ONCE MILLONES CIENTO CINCUENTA Y SIETE MIL SEISCIENTOS VEINTISIETE PESOS COLOMBIANOS ($11.157.627,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva relacionados en el punto tercero, de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 4º).

“h) La suma de SEISCIENTOS TRECE MIL QUINIENTOS SETENTA Y SEIS PESOS COLOMBIANOS ($613.576,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva relacionados en el punto tercero, de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 4º).

“i) La suma de CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL NOVECIENTOS VEINTE [sic] CUATRO PESOS COLOMBIANOS ($5.866.924,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva relacionados en el punto tercero, de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 4º).

“j) La suma de DOS MILLONES CUATROCIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS TREINTA Y CUATRO PESOS COLOMBIANOS ($2.498.434,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en las etapas persuasiva relacionados en el punto cuarto, de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 5º).

“k) La suma de DIECINUEVE MILLONES CIENTO TREINTA Y CUATRO MIL CIENTO NOVENTA Y SIETE  PESOS COLOMBIANOS ($19.134.197,oo) por concepto honorarios [sic] no relacionados en las actas mencionadas en el literal a) anterior, causados en la etapa coactiva relacionados en el punto cuarto, de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 5º).

“l) La suma de VEINTICUATRO MILLONES NOVECIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL CIENTO NOVENTA Y SIETE PESOS COLOMBIANOS ($24.984.197,oo) por concepto de intereses causados a favor del contratista relacionados en el punto cuarto, de las conclusiones del escrito de aclaración del dictamen pericial presentado por la perito Yamilec Ospina Morales (anexo 5º).

“Cuarto.- En virtud de lo resuelto en este laudo entiéndase liquidado el contrato No. 34-14-08-265 de 01 de abril de 2011 convenido con el señor Marco Antonio Marín Ramírez en los términos de Ley.

“Quinto.- Condenar al MUNICIPIO DE JAMUNDÍ a pagar a la parte Convocante la suma de NOVENTA Y DOS MILLONES QUINIENTOS VEINTITRES [sic] MIL CIENTO VEINTIDOS [sic] PESOS ($92.523.122.oo), a título de costas y agencias en derecho, tal como se discrimina en la parte motiva de esta providencia.

“Sexto-. Niéguense las pretensiones solicitadas en el literal H de las pretensiones de la demanda denominadas “Teoría del Hecho del Príncipe y de la Imprevisión” por las razones manifestadas en al parte motiva del presente Laudo.

“Séptimo.- Declarar causado el saldo de los honorarios de los árbitro y de la secretaria. El saldo que quedare de la partida de gastos del Tribunal se entregará a la parte Convocante. El Presidente hará los pagos respectivos.

“Octavo.- Ordenar que pos Secretaría se expidan copias auténticas de este Laudo Arbitral con las constancias de ley con destino a cada una de las partes y copias simples para el Ministerio Público y para el Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición de la Cámara de Comercio de Cali.

“Noveno.-  Disponer que una vez se encuentre en firme este Laudo Arbitral se haga entrega del expediente al Centro de Arbitraje para su correspondiente archivo”.

De oficio, así como por solicitud del convocante, el Tribunal, en audiencia de aclaración, complementación y corrección del laudo, celebrada el 20 de junio de 2014, dispuso lo siguiente:
“PRIMERO: CORREGIR y ACLARAR que los numerales (sic) CUARTO Y QUINTO de la partes resolutiva del Laudo Arbitral de Marco Antonio Marín Ramírez vs. Municipio de Jamundí, que quedaron por fuera del área de impresión de la última página del laudo (sic), por las razones expuestas, son las siguientes:

“Cuarto.- En virtud de lo resuelto en este laudo entiéndase liquidado el contrato No. 34-14-08-265 de 01 de abril de 2011 convenido con el señor Marco Antonio Marín Ramírez en los términos de Ley.

“Quinto.- Condenar al MUNICIPIO DE JAMUNDÍ a pagar a la parte Convocante la suma de NOVENTA Y DOS MILLONES QUINIENTOS VEINTITRES [sic] MIL CIENTO VEINTIDOS [sic] PESOS ($92.523.122.oo), a título de costas y agencias en derecho, tal como se discrimina en la parte motiva de esta providencia.

“SEGUNDO: EXPEDIR (sic) Secretaría nuevamente las copias completas y autenticas [sic] del Laudo Arbitral de Marco Antonio Marín vs. Municipio de Jamundí con las constancias de ley con destino a cada una de las partes y en consecuencia dejar sin efecto las copias ya expedidas entregadas el pasado 11 de junio de 2.014 debido al impase técnico sufrido”.

“TERCERO: CORREGIR el número del contrato de origen de las controversias, indicándose que, para todos los efectos del laudo, es el contrato número 34-14-08-265 de abril 01 de 2.011

“CUARTO: CORREGIR el Marco de Competencia del Tribunal (página 28 del Laudo), en el sentido de indicar que el Tribunal se declaró competente para conocer el fondo de la controversia con fundamento en la cláusula compromisoria, la demanda, su reforma, la contestación de la misma y la declaratoria del fracaso de la audiencia de conciliación.

“QUINTO: NEGAR la solicitud de complementación de la parte convocante en lo concerniente a los numerales 2, 3 y 4 por las razones indicadas en la parte motiva de la presente providencia.

“SEXTO: COMPLEMENTAR el numeral QUINTO de la parte resolutiva del Laudo en el sentido de condenar al Municipio de Jamundí al pago de intereses de mora a la tasa más alta autorizada sobre la suma de VEINTICUATRO MILLONES TRESCIENTOS SESESENTA [sic] Y SEIS MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y DOS PESOS M/CTE – ($24.366.472.oo) desde el dieciocho (18) de octubre de dos mil trece (2.013) y hasta el momento en que se efectúe su pago total, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de Ley 1563 de 2.012

“Sobre el saldo restante de la condena en costas, correrán los intereses a partir del día siguiente a la fecha en que se debe efectuar su pago, de acuerdo a lo establecido en la presente ley.

“SÉPTIMO: NEGAR por improcedente la solicitud de aclaración, corrección y complementación al laudo arbitral presentada por la parte convocada, conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia”.

7. Recurso de anulación

El 23 de julio de 2014 Marco Antonio Marín Martínez interpuso y sustentó, en la oportunidad procesal indicada, el recurso extraordinario de anulación en contra del laudo proferido, con base en las causales previstas en los ordinales 8º y 9º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012
.

8. Intervención de la convocada

De conformidad con lo señalado por la secretaría del Tribunal de Arbitramento del recurso de anulación se dio oportuno traslado al municipio de Jamundí (Valle del Cauca) en los términos del artículo 40 de la Ley 1563 de 2012, el cual guardó silencio
.

9. Concepto del Ministerio Público

En concepto del 13 de enero de 2015, luego de hacer una síntesis de la demanda, su contestación, el laudo proferido y el recurso de anulación interpuesto, el Agente del Ministerio Público, frente al caso concreto advirtió:

9.1. Coincidente con lo advertido por el Tribunal de Arbitramento al desestimar las excepciones formuladas por el municipio de Jamundí (Valle del Cauca), se indicó que el contrato 34-14-08-265 del 1 de abril de 2011 no tuvo por objeto el traslado al convocante de la gestión integral del proceso de cobro coactivo, sino que se realizó con fundamento en las Leyes 383 de 1997 y 788 de 2002, las cuales regulan la actuación de los municipios en los procesos de fiscalización, liquidación oficial, imposición de sanciones y cobros relacionados con los impuestos bajo su administración.

9.2. En relación con las consideraciones expuestas en el recurso de anulación frente al hecho del príncipe y la teoría de la imprevisión, observó el Ministerio Público que le asistió razón el Tribunal de Arbitramento para dar por probada la ruptura del equilibrio económico del contrato por el incumplimiento del municipio de Jamundí (Valle del Cauca).

Seguidamente, afirmó, sin embargo, que, contrario a lo definido por el Tribunal, debieron reconocerse las pretensiones fundadas en el hecho del príncipe, pues se demostró que la administración municipal actuó como Estado cuando el Concejo y Alcalde Municipal profirieron actos que supusieron descuentos en los intereses moratorios causados por el pago extemporáneo de impuestos, lo cual generó perjuicios al convocante al desconocer el contrato con él suscrito y, particularmente, la “cláusula de éxito” allí pactada, la cual generaba un valor adicional a los honorarios pactados y se calculaba con base en los recaudos gestionados por el señor Martín Ramírez.

9.3. En punto de la omisión alegada en el recurso de anulación al no decidir nada respecto de las pretensiones segunda B, segunda C, segunda D y segunda F, indicó el Agente del Ministerio Público que, efectivamente, se incurrió en tal error al desconocer las pruebas aportadas y practicadas en el trámite procesal, particularmente algunas pruebas testimoniales que no fueron analizadas ni valoradas el proferir la decisión, y limitarse a considerar únicamente la prueba pericial, sin advertir que la misma estaba dirigida sólo a probar algunos de los hechos de la demanda, “…siendo así procedente la manifestación de inconformismo del convocante frente a la actuación extra petita que tuvo el Tribunal, al decidir negativamente sobre dichas pretensiones con fundamento en una prueba con las [sic] que no se lograba probar o improbar nada”.

9.4. Para el Agente del Ministerio Público el laudo fue proferido parcialmente en conciencia y no en derecho, pues el fallador se apartó de las pruebas “…realizando una valoración ligera según su convicción moral íntima (…) [y] desconoció las normas legales que regulan la materia para tomar su decisión”.
Indicó la vista fiscal, a título de colofón, que la nulidad del laudo debía prosperar, pues no habían sido decididas cuestiones sujetas al arbitramento.

II. CONSIDERACIONES 

1. Cuestión previa

Mediante memorial del 1 de octubre de 2014, el impugnante solicitó la acumulación del presente proceso con aquel otro identificado bajo el número único de radicación 11001032600020140013900
.

En auto del 9 de marzo de 2015 el Magistrado Sustanciador del presente proceso solicitó la remisión del expediente correspondiente en cumplimiento de los artículos 148 y 150 del Código General del Proceso, no obstante lo cual, la acumulación no resultó posible, pues en proveído del 18 de marzo de 2015 fue rechazado de plano el recurso de anulación al que se refería la solicitud.
2. Régimen jurídico aplicable al recurso y la competencia de la Sala

2.1. La Ley 1563 de 2012, por la cual se expidió el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, recogió la normativa existente en el país en materia de arbitraje, incluyó algunas modificaciones, a través de su artículo 118 derogó el Decreto 1818 de 1998 en todo lo referente al arbitramento
 y, adicionalmente, consagró en el artículo 119 su entrada en vigencia, la cual inició el 12 de octubre del 2012
.

Consecuente con lo anterior, la Sala Plena de la Sección Tercera de la Corporación, en providencia de unificación del 6 de junio de 2013 precisó que se aplicaría la normativa del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional para las demandas arbitrales interpuestas después del 12 de octubre de 2012
.
Así las cosas, teniendo en cuenta que el 9 de enero de 2013 Marco Antonio Marín Ramírez presentó ante el Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición de la Cámara de Comercio de Santiago de Cali demanda arbitral en contra del municipio de Jamundí (Valle del Cauca), con el fin de obtener la convocatoria del Tribunal de Arbitramento, he de tenerse que el presente trámite de anulación de laudo arbitral se rige por las disposiciones contenidas en la Ley 1563 de 2012
.

2.2. La Sala de Sección es competente para decidir el recurso de anulación formulado por la parte convocante contra el laudo arbitral del 11 de julio de 2014, proferido por el Tribunal de Arbitramento conformado para dirimir las controversias surgidas entre Marco Antonio Marín Ramírez y el municipio de Jamundí (Valle del Cauca) relacionadas con el contrato de prestación de servicios 34-14-08-265 del 1 de abril de 2011 entre ellas suscrito, toda vez que, por virtud de lo dispuesto en el ordinal 7º del artículo 149 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, corresponde al Consejo de Estado, de manera privativa, el conocimiento de esta clase de recursos cuandoquiera que la cuestión debatida gravite, como en el presente caso, en torno de contratos celebrados por una entidad pública
.

Adicionalmente, tal como se definió en auto del 26 de noviembre de 2014, se encuentra acreditado en el sub lite el cumplimiento de los requisitos establecidos en los artículos 40 y 41 de la Ley 1563 de 2012, motivo por el cual la Sala se encuentra habilitada para abordar de fondo el recurso sometido a su consideración.

3. Pacto arbitral

La Constitución de 1991 facultó expresamente a los particulares para administrar justicia en forma transitoria, en calidad de árbitros o de conciliadores, con la capacidad de dictar fallos en derecho o en equidad cuando las partes involucradas en el conflicto así lo dispongan y según las prescripciones señaladas por la ley, como una forma no sólo de descongestionar los despachos judiciales sino de lograr que en forma pacífica las partes pongan fin a sus controversias. El artículo 116 de la Constitución Política
 establece respecto del arbitramento, lo siguiente:

“Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley”.

Se incorporó al ordenamiento constitucional el principio negocial de la habilitación consensuada, fundante de la capacidad constitutiva de la autonomía de la voluntad, para instituir autoridades y, sobre todo, para determinarles el contenido sustancial de sus competencias
. La Ley 1563 de 2012, en el artículo 1º, define el arbitraje como un mecanismo alternativo de solución de conflictos, mediante el cual las partes defieren a árbitros la solución de una controversia relativa a asuntos de libre disposición o aquellos que la ley autorice.

El origen prístino de la figura está en la voluntad de las partes, quienes, en ejercicio de la autonomía que les reconoce el ordenamiento jurídico (principio de habilitación), otorgan a particulares –que, entonces, quedan temporalmente investidos de la función de administrar justicia–, la posibilidad de dirimir las diferencias surgidas de una relación jurídico-negocial de base, lo cual se concreta en el denominado pacto arbitral  (Ley 1563, artículo 3
), el cual puede adoptarse como una cláusula compromisoria (artículo 4 ejusdem
), evento en el que se incluirá en el texto contractual correspondiente, o como compromiso (artículo 6, ibídem
), caso en el que será convenido por fuera del contrato.

El artículo 69 de la Ley 80 de 1993 dispone, por su parte, que las entidades estatales no puedan prohibir la estipulación y la utilización de este tipo de mecanismos, por lo que su pacto resulta legítimo y ajustado al orden jurídico en los siguientes términos:

“Las autoridades no podrán establecer prohibiciones a la utilización de los mecanismos de solución directa de las controversias nacidas de los contratos estatales.

Las entidades no prohibirán la estipulación de la cláusula compromisoria o la celebración de compromisos para dirimir las diferencias surgidas del contrato estatal”.

Esta Corporación ha hecho referencia a la necesidad de que medie pacto arbitral para que pueda ejercerse jurisdicción por parte de los árbitros. En efecto, así se pronunció en sentencia del 20 de febrero de 2008:

“(…) el ejercicio de la función jurisdiccional por parte de los particulares es restringido y de carácter voluntario, lo que fuerza concluir que sin que medie cláusula compromisoria, pacto o compromiso, según el caso, no es posible que aquellos ejerzan jurisdicción y, en consecuencia, ante la ausencia de este requisito esencial se vicia de ilegalidad no sólo la constitución del Tribunal de Arbitramento sino todos aquellos actos que éste profiera; de allí que el traslado de jurisdicción y ejercicio de competencia requiere una ‘[…] estricta sujeción a los linderos que clara y expresamente señalan la Constitución y la ley […]’ al punto que el juez excepcional debe poseer competencias explícitas, que en ningún caso pueden ser sobreentendidas o implícitas”
.

En el parágrafo del artículo 5 de la Ley 1563 de 2012 quedó consagrado el principio de la autonomía de la cláusula compromisoria, conforme con el cual tal modalidad del pacto arbitral es autónomo en relación con la existencia, la validez y la eficacia del contrato del cual forma parte, por lo que, ante la inexistencia, invalidez o ineficacia de este último, la decisión del tribunal gozará de plena eficacia, pues el negocio jurídico que la sustenta no resulta afectado por la suerte de aquel otro al que fue incorporado. Al respecto la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha expresado:

“Si bien tradicionalmente se ha entendido que la cláusula compromisoria es accesoria respecto del contrato que da origen a los conflictos sobre los cuales habría de fallar el tribunal de arbitramento, el legislador colombiano, siguiendo la senda de la doctrina internacional, ha decidido conferirle un carácter autónomo a la cláusula compromisoria. De esta manera, una decisión del legislador varía - ciertamente, en forma válida - el entendimiento general existente acerca de la relación entre el contrato y la cláusula compromisoria. En consecuencia, por obra de la resolución legislativa, la máxima jurídica que consagra que "lo accesorio sigue la suerte de lo principal" ya no sería aplicable a la cláusula compromisoria, por cuanto ésta ya no tendría un carácter accesorio.

 

“3. La afirmación del actor acerca de que el parágrafo acusado contiene una norma que es irracional, y que ello lo hace devenir inconstitucional, deriva de su concepción acerca de que la cláusula compromisoria debe ser en todo caso accesoria al contrato. Pero, como se ha señalado, esta posición responde al entendimiento tradicional acerca del acuerdo compromisorio, entendimiento que ya no es aceptado de manera unánime en el derecho contemporáneo, en el cual se observa la aparición de nuevas posiciones al respecto, las cuales no pueden ser catalogadas como inconstitucionales por el hecho de ser distintas de las acostumbradas. Al respecto importa transcribir la siguiente afirmación, formulada por José Chillón Medina y José Merino Merchán, en su obra "Tratado de arbitraje privado interno e internacional", publicada por la Editorial Civitas de Madrid, en 1978: "Dentro de los postulados de la teoría clásica, la cláusula compromisoria aparece ligada, en cuanto aparece como pacto accesorio, a la existencia y eficacia de la convención principal. De tal manera que la inexistencia del contrato principal genera la de la cláusula compromisoria. La razón se encuentra en el principio de la unidad fundamental del contrato. En cambio, el mayor desarrollo alcanzado en el derecho comparado por la institución arbitral ha determinado que la doctrina y la jurisprudencia, de una parte, y el derecho positivo de las convenciones, por otra, hayan concluido aceptando la soberana autonomía de la cláusula compromisoria respecto a la ineficiencia del contrato"
.

Asimismo, la jurisprudencia de esta Corporación se ha pronunciado respecto de la autonomía del pacto arbitral en la modalidad de cláusula compromisoria:
“Por lo demás, según los dictados del parágrafo único del artículo 116 de la Ley 446 de 1998, recogido por el parágrafo único del artículo 118 del Decreto 1818 de 1998, tal como ha sido reconocido tanto por la jurisprudencia de la Corte Constitucional
, como por la jurisprudencia de la Sección Tercera
 del Consejo de Estado, se tiene que a partir de la referida autonomía que caracteriza a la cláusula compromisoria respecto de la existencia y validez del contrato del cual hace parte, los árbitros se encuentran habilitados para decidir la controversia aún en el caso en que el contrato, sobre el cual deben fallar, sea nulo o inexistente, es decir que la nulidad del contrato no afecta la validez y eficacia de la cláusula compromisoria pactada por las partes.

“Lo anterior sirve para significar que la existencia, validez y eficacia de la cláusula compromisoria no pende de la validez y ni siquiera de la existencia misma del contrato celebrado o pretendido entre el particular y la entidad estatal, como para que pueda afirmarse que si la cláusula en mención no se encuentra incorporada en el texto del mismo, es porque no ha sido pactada por las partes y, por lo tanto, resulte inexistente”
.

Finalmente, resultar ilustrativo indicar que la Ley 1563 de 2012 a la par de definir el laudo arbitral como “la sentencia que profiere el tribunal de arbitraje”, y de indicar que el mismo puede ser en derecho, en equidad o técnico, impone que, en los tribunales en los cuales intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, si las controversias han surgido por causa o con ocasión de la celebración, desarrollo, ejecución, interpretación, terminación y liquidación de un contrato estatal, incluyendo las consecuencias económicas de los actos administrativos expedidos en ejercicio de facultades excepcionales, el laudo debe proferirse, necesariamente, en derecho.

4. Recurso de anulación. Naturaleza y características.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley 1563 de 2012, “[l]a autoridad judicial competente en la anulación no se pronunciará sobre el fondo de la controversia, ni calificará o modificará los criterios, motivaciones, valoraciones probatorias o interpretaciones expuestas por el tribunal arbitral al adoptar el laudo”.
Si bien esta Corporación se ha pronunciado acerca del recurso de anulación en vigencia del Decreto 1818 de 1998, lo dicho por la Sala conserva vigencia a la luz de la normativa actual, en el sentido que el recurso de anulación tiene por objeto y fin preservar la legalidad del procedimiento, razón por la cual, por regla general, sólo es posible examinar el laudo arbitral por la existencia de errores o vicios in procedendo en los cuales haya podido incurrir el tribunal de arbitramento y, de manera excepcional, por vicios in judicando. Sobre el particular ha expresado la jurisprudencia de la Sala de Sección:

“(…) El control excepcional del laudo por errores in iudicando aparece sólo en los eventos en que el legislador faculta al juez del recurso de anulación para que se pronuncie sobre el fondo o materia del asunto, como cuando se dan los supuestos para modificar el laudo a través de la corrección y/o la adición. En cambio, cuando se trata del control del laudo por errores de procedimiento el legislador sólo le da competencia al juez para anular la decisión arbitral, sacándola del ordenamiento jurídico; en tales eventos no tiene competencia para pronunciarse sobre los puntos sometidos por las partes a conocimiento de la justicia arbitral y decididos por ésta (…)”
.

La diferencia entre los errores de procedimiento y los errores sustanciales es determinante para establecer el alcance y límite competencial del Consejo de Estado en el trámite del recurso extraordinario de nulidad de los laudos arbitrales; al respecto, en la sentencia del 17 de agosto de 2000, la Sala razonó de la manera que sigue:

“(…) tradicionalmente se han llamado errores in procedendo aquellos que comprometen la forma de los actos, su estructura externa, su modelo natural de realizarse, los cuales se dan cuando el juez, ya sea por error propio o de las partes, se desvía o aparta de los medios señalados por el derecho procesal para la dirección del juicio, al punto de que con este apartamiento se disminuyen las garantías del contradictorio o se priva a las partes de una defensa plena de su derecho.”

“Y por error in judicando, aquel que toca con el contenido intrínseco del fallo, o sea con su fondo, por aplicación de una ley inaplicable, aplicar mal la ley aplicable, o no aplicar la ley aplicable. También puede consistir “en una impropia utilización de los principios lógicos o empíricos del fallo”, cuya consecuencia no afecta la validez formal de la sentencia, sino su propia justicia.”

Debe reiterar la Sala, además, que el recurso de anulación no constituye una instancia adicional dentro del proceso, pues se trata de un recurso excepcional, restrictivo y extraordinario que debe solicitarse ante el juez, quien se encuentra limitado únicamente a lo solicitado por el recurrente de acuerdo con el principio dispositivo que restringe el campo de acción no sólo a las precisas y taxativas causales consagradas en la ley, sino a las alegadas y sustentadas de manera expresa por el recurrente.

La Sala de Sección, desde tiempo atrás, se ha referido, en reiterada jurisprudencia, a la naturaleza, características y particularidades que identifican el recurso de anulación, que no obstante haber sido fundada en disposiciones anteriores al actual Estatuto Arbitral, conserva plenamente su vigencia
, pues los principios sobre los que este último se edifica son sustancialmente idénticos a los que regían en el derogado régimen. Se trascribe a continuación un extracto de una de aquellas providencias:

“i) 
El recurso de anulación de laudos arbitrales, es de carácter excepcional, restrictivo y extraordinario, sin que constituya una instancia más dentro del correspondiente proceso. 

“ii) 
El recurso tiene como finalidad controvertir la decisión contenida en el laudo arbitral por errores in procedendo (por violación de leyes procesales), que comprometen la ritualidad de las actuaciones, por quebrantar normas reguladoras de la actividad procesal, desviar el juicio o vulnerar las garantías del derecho de defensa y del debido proceso, pero a través de él, no puede pretenderse atacar el laudo por cuestiones de mérito o de fondo, errores in iudicando (violación de leyes sustantivas), es decir, para examinar si el Tribunal de Arbitramento obró o no conforme al derecho sustancial (falta de aplicación de la ley sustantiva, indebida aplicación o aplicación errónea), ni tampoco para revivir un nuevo debate probatorio o considerar si hubo o no un yerro en la valoración de las pruebas o en las conclusiones a las cuales arribó el correspondiente Tribunal, puesto que el juez de anulación no constituye superior jerárquico del Tribunal de Arbitramento y en consecuencia, no podrá intervenir en el juzgamiento del asunto de fondo y de esta manera modificar las decisiones plasmadas en el laudo, por no compartir sus criterios y razonamientos.

“iii)
Excepcionalmente, el juez de anulación podrá corregir o adicionar el laudo en aquellos eventos en que prospera la causal de incongruencia, por no haberse decidido la totalidad de los asuntos sometidos al conocimiento de los árbitros o por haberse pronunciado sobre aspectos que no estuvieron sujetos a la decisión de los mismos o por haberse concedido más de lo pedido, de conformidad con las causales previstas en los numerales 4º y 5º, del artículo 72, de la Ley 80 de 1993.

“iv)
Los poderes del juez del recurso de anulación están restringidos por el denominado ‘principio dispositivo’, el cual le impone limitarse exclusivamente a lo solicitado por el recurrente en la formulación y sustentación del recurso, el objeto que con él se persigue y ello, obviamente, dentro de las precisas y taxativas causales que la ley consagra
; en consecuencia, no le es permitido al juez de anulación interpretar lo expresado por el recurrente para entender o deducir la causal invocada y menos aún pronunciarse sobre aspectos no contenidos en la formulación y sustentación del correspondiente recurso de anulación.

“v) 
El recurso de anulación procede contra laudos arbitrales debidamente ejecutoriados, como excepción al principio de intangibilidad de las sentencias en firme; ‘tal excepcionalidad es pues, a la vez, fundamento y límite de los poderes del juez de la anulación, para enmarcar rígidamente el susodicho recurso extraordinario dentro del concepto de los eminentemente rogados’.

“vi)
 Teniendo en cuenta el carácter restrictivo que identifica el recurso de anulación, su procedencia está condicionada a que se determinen y sustenten, debidamente, las causales que de manera taxativa se encuentran consagradas por la ley para ese efecto; por lo tanto, el juez de la anulación debe rechazar de plano el recurso cuando las causales que se invoquen o propongan no correspondan a alguna de las señaladas en la ley (Artículos 128 de la ley 446 de 1998 y 164 del Decreto 1818 de 1998)”
.

Cabe anotar que el artículo 161 del Decreto 1818 de 1998 establecía un término de cinco (5) días, con posterioridad a la notificación del laudo o de la providencia de corrección, aclaración o complementación, para la interposición del recurso extraordinario de anulación; el artículo 40 de la Ley 1563 de 2012, señala, por su parte, que el recurso de anulación “deberá interponerse debidamente sustentado, ante el tribunal arbitral, con indicación de las causales invocadas, dentro de los treinta (30) días siguientes a su notificación o la de la providencia que resuelva sobre su aclaración, corrección o adición”.

De conformidad con esta norma, para la interposición, la admisibilidad y el estudio del recurso extraordinario de anulación deben cumplirse los siguientes requisitos: a) que su presentación sea oportuna; b) que se haga ante el respectivo Tribunal de Arbitramento; c) que se ciña a las causales de anulación legalmente previstas, y d) que las causales sean sustentadas.

La sustentación del recurso es, entonces, el acto procesal determinante para que el juez del recurso extraordinario de anulación pueda, de manera efectiva, acometer su estudio y decisión, en tanto que allí se encuentran los fundamentos de la impugnación, los que a su vez fijan el alcance del recurso interpuesto y dan contenido, estricto sensu, a las causales que darían lugar a la anulación del respectivo laudo arbitral y delimitan la competencia del juez del recurso extraordinario en cuanto se refiere a la materia que se somete a su estudio y decisión. 

Dado que en este caso se cumplieron los términos y formalidades a los cuales alude el mencionado artículo 40 de la Ley 1563 de 2012, como se dejó consignado en el auto proferido por el ponente de esta providencia el 26 de noviembre de 2014, por el cual avocó el conocimiento del recurso de anulación, se ocupará la Sala del examen de los argumentos esgrimidos por la parte recurrente, con el propósito de decidir si le asiste razón, o no, respecto de la pretendida nulidad del laudo.
5. Causales de anulación invocadas, sus contornos jurisprudenciales, su sustentación y consideraciones de la Sala

5.1. Contener el laudo arbitral disposiciones contradictorias, errores aritméticos o errores por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén comprendidas en la partes resolutiva o influyan en ella y hubieran sido alegados oportunamente ante el tribunal (ordinal 8º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012)

Esta causal se configura ante la ocurrencia de alguno de los siguientes supuestos comprendidos en la parte resolutiva del laudo o que influyan en ella, siempre y cuando se hubieren alegado ante el propio Tribunal de Arbitramento: i) disposiciones contradictorias; ii) errores aritméticos; y iii) errores por omisión o cambio de palabras o alteración éstas.

En comparación con la regulación derogada –contenida en la causal 7ª del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998–, la dispuesta ahora por la Ley 1563 de 2012 (ordinal 8º del artículo 41), precisó que las disposiciones contradictorias o errores que se adviertan para sustentar el recurso extraordinario no necesariamente deben encontrarse en la parte resolutiva, no obstante lo cual, debe precisar la Sala que tales errores o contradicciones, en cualquier caso, deben hacer parte de la ratio decidendi del laudo, pues solo esta tiene la vocación de influir –como lo previene la norma– de manera directa en la parte resolutiva, en tanto que está conformada por las razones o argumentos de la motivación de la providencia que constituyen la regla determinante de las disposiciones que se adopten en la parte resolutiva; en palabras de la Corte Constitucional, la ratio decidendi es “…la formulación del principio, regla o razón general de la sentencia que constituye la base de la decisión judicial”
.

Los errores aritméticos o por omisión, cambio o alteración de palabras, deben corresponder a pasajes oscuros de la ratio decidendi o de la parte resolutiva del laudo, deben ser relevantes y esenciales en la decisión que se adopte en la providencia y deben constituir un valedero motivo de duda respecto de la determinación adoptada; las disposiciones contradictorias, por su parte, deberán suponer una interpretación anfibológica que torne impreciso el sentido de la determinación judicial.
En relación con los errores aritméticos, ha señalado esta Corporación
:

“Sobre el error aritmético en laudos arbitrales, la sala ha expresado que tiene cabida como sustento de esta causal ‘la equivocación que se presenta al efectuar una simple y elemental operación aritmética o matemática. Así, un error de suma, de resta, de multiplicación, etc.’
 Además de que debe aparecer en la parte resolutiva del laudo, debe tratarse de ‘una errónea operación aritmética, cuando se señaló menos y era más, o se multiplicó cuando debió dividirse o viceversa, o existan equivocaciones entre las expresiones numéricas y las literales’
. No es procedente que invocando esta causal, a juicio de la sala, se busque la corrección de una tasa de interés, (la comercial a cambio de la legal), como quiera que se trata de yerros conceptuales o de criterio, que no tienen cabida dentro del marco estricto o limitado del recurso de anulación.
 

La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha dado al concepto de error aritmético un alcance más amplio. Así, en auto de 14 de julio de 1983 expresó:

‘Algunos connotados comentaristas del Código... conceptúan que la norma en referencia es aplicable cuando se trata de un error en el resultado de una de las cuatro operaciones aritméticas, o sea en suma, resta, multiplicación o división. No parece ser este el sentido de la norma, porque en tal hipótesis el legislador hubiese dicho ‘error en operación aritmética’ en vez de la locución ‘error puramente aritmético’ que, a no dudarlo es mucho más amplia
. Aritmético es lo relativo a la aritmética, es decir, lo relacionado con la ciencia que estudia las propiedades elementales de los números racionales. Cualquier discordancia en un número, sea la consecuencia de una operación aritmética o una mala cita es un error aritmético’
.

“Concretamente buscaba la Corte definir si podía enmendarse la sentencia que en la parte motiva indicó que los intereses debían pagarse 60 días después de formulada la reclamación, que fue el 4 de mayo de 1976, es decir el 4 de julio de 1976 y en la parte resolutiva apareció el 4 de junio de 1979 como la fecha desde la cual se debían los intereses. Concluyó que como la fecha que se indicó en la sentencia ‘es a todas luces errada, hay que concluir que la operación aritmética fue equivocada. Pero si se discutiera la existencia de la operación aritmética no por ello dejaría de existir un error relativo a un número. Donde aparece 1979 ha debido aparecer 1976. La diferencia de números es evidentemente un error aritmético’ y en consecuencia se estaba frente al supuesto de hecho contemplado en el art. 310 del C.P.C.

“La doctrina también le asigna al error material y en particular al llamado error de cálculo como vicio de la sentencia que da lugar a que ésta se pueda corregir o enmendar, un sentido amplio.

‘Error material es error en la expresión en lugar de error en la formación de la idea, o en otras palabras, en la construcción de la fórmula; por lo general, aunque no necesariamente, un error de tal naturaleza se debe a desatención del juez (el denominado disparate); tal carácter se deduce del contraste manifiesto entre la fórmula y la idea (por ejemplo por una confusión de los nombres, el juez da el nombre del actor al demandado o viceversa).  Una especie del error material es el error de cálculo, el cual se refiere al empleo de las reglas aritméticas o, en general, matemáticas, para la construcción de la fórmula; si el juez después de haber dicho que el deudor debe pagar el importe resultante de la suma de determinados sumandos, se equivoca en la adición, el error está todavía en la construcción de la fórmula, no en la formación de la idea.  Así, el error material como, particularmente el error de cálculo, son vicios de la sentencia, aun cuando no siempre esenciales: si, por ejemplo, por un descuido se indicaran en el encabezamiento de la sentencia jueces diversos de aquellos que la han suscrito, el error se resolvería ciertamente en una causa de nulidad; puede quizá dudarse, por el contrario, si es nula la sentencia en cuya parte dispositiva se ha incurrido en el error de cálculo imaginado hace poco o en la confusión de nombres entre demandado y actor; sin embargo, se trata de un verdadero vicio puesto que es ciertamente un requisito formal de la declaración el que la fórmula corresponda a la idea, e incluso, a la luz del buen sentido, tal requisito que (sic) parece indispensable a fin de que el acto (declaración) alcance su finalidad; de todas maneras, y aunque solamente la irregularidad y no la nulidad de la sentencia fuese su efecto, el concepto de rectificación estaría, sin embargo, en su lugar.’

“Por su parte, CHIOVENDA afirma sobre la corrección de la sentencia por omisiones o errores que no producen su nulidad, que no se “trata de impugnar el juicio del juez ni su actividad, sino únicamente de hacer corresponder la expresión material de ella, con lo que el juez ha querido efectivamente, decir y hacer”
.

Respecto de las disposiciones contradictorias, la Sala considera oportuno precisar que ellas, de conformidad con la nueva regulación, no sólo pueden ser las contenidas en la parte resolutiva de la providencia, sino que, además, pueden obedecer a determinaciones, reglas o razonamientos señalados en la parte motiva que, no obstante obedecer a la ratio decidendi de la providencia, resultan incompatibles o disconformes con las resoluciones adoptadas, de modo tal que ambas sean de imposible aplicación frente al caso concreto y, consecuentemente, determinen que la decisión adoptada en la parte resolutiva no podría desprenderse de la regla señalada en la motivación correspondiente. También podrá presentarse contradicción, por este aspecto, entre lo decidido y su motivación cuandoquiera que al resolverse el asunto se remita a las consideraciones que motivaron el fallo, y la decisión y la motivación resulten contradictorias y hagan imposible el cumplimiento de lo decidido.

Finalmente, la causal estudiada impone el agotamiento de un requisito de procedibilidad respecto del recurso extraordinario de nulidad, por manera que es necesario que la disconformidad en sus disposiciones, los errores aritméticos o las omisiones, alteraciones o cambios de las palabras han debido ser alegados oportunamente ante el Tribunal de Arbitramento, dentro de los 5 días siguientes a la notificación del laudo (artículo 39 de la Ley 1563 de 2012), para que, resulte viable la interposición del recurso de anulación. Sobre este particular, debe recordar la Sala que si el yerro o la contradicción se presenta en la decisión que resuelve la aclaración, corrección o complementación, el recurso extraordinario puede formularse sin que sea necesario agotar el requisito de procedibilidad anotado
.

5.1.1. Sustentación de la causal por el impugnante

En este caso, en sustento de su ataque impugnatorio, el recurrente indicó que se presenta una contradicción entre el laudo arbitral proferido y su complementación, pues si bien en el laudo se concedió la pretensión segunda C, respecto del equilibrio económico número 3, en el acto de aclaración, corrección y complementación se falló negativamente tal pretensión, por lo que resultaría aclarar esta “incongruencia”.

5.1.2. Consideraciones de la Sala

En primer lugar, con el objeto de lograr un mejor entendimiento del cargo formulado, la Sala encuentra necesario precisar que, tal como se dejó indicado en la primera parte de esta providencia (cfr. supra I.3), la pretensión segunda, letra C, de la demanda arbitral, contiene dos conceptos de reclamación denominados “equilibrio económico 2” y “equilibrio económico 3”, los cuales, si bien gozan de un mismo fundamento jurídico, su cuantía y sustento fáctico es diferente.

Ahora bien, en relación con la impugnación formulada, se advierte que en la solicitud de aclaración, corrección y complementación presentada por el convocante le fue pedido al Tribunal complementar el laudo, pues entendió el convocante que no había pronunciamiento alguno respecto de la pretensión segunda C, en relación con el “equilibrio económico número 2”. 

En la mencionada solicitud indicó:

“Se aclara además que en el presente laudo ha prosperado la pretensión SEGUNDA C EQUILIBRIO ECONÓMICO NUMERO 3, la cual corresponde a la parte resolutiva del Laudo bajo el numeral TERCERO literales c, d, e, f., y no ha habido pronunciamiento respecto de la pretensión SEGUNDA C EQUILIBRIO ECONÓMICO NÚMERO 2 como se mencionó en el punto anterior”
.

Por otra parte, se observa que en la motivación del auto de corrección, aclaración y complementación del 20 de junio de 2014, el Tribunal de Arbitramento indicó, a propósito de la solicitud formulada, lo siguiente:

“En cuanto al pronunciamiento de las presentaciones SEGUNDA C, SEGUNDA F, SEGUNDA B Y SEGUNDA D, contenidas en los numerales 2 y 3 del escrito de solicitud de complementación, este Tribunal no accederá a concederlas por cuando como se dijo en la parte motiva del laudo (página 64) el Tribunal accedió a las pretensiones dinerarias de la demanda que resultaron probadas en el plenario con el dictamen pericial rendido (…), el cual no fue objetado por ninguna de las partes”
.

A su vez, en la parte resolutiva del proveído que viene en cita se indicó:

“QUINTO.- NEGAR la solicitud de complementación de la parte convocante en lo concerniente a los numerales 2, 3 y 4 por las razones indicas en la parte motiva de la presente providencia”.

De acuerdo con lo anterior, la Sala debe indicar, en primer lugar, que no sería exigible al impugnante la alegación de la presente inconformidad ante el Tribunal Arbitral como requisito de procedibilidad del recurso, pues se trataría de una aparente discordancia entre el laudo arbitral y el auto de aclaración, corrección y complementación (cfr. supra numeral II.5.1.).

Ya entrando propiamente a la contradicción alegada por el convocante y la consecuente solicitud de aclaración, la Sala debe decir que no encuentra que con el auto de complementación se hubiere negado lo ya concedido, pues tanto en la parte considerativa como en la resolutiva del auto del 20 de junio de 2014, el Tribunal negó la solicitud de complementación requerida y no, como lo indica el recurrente, la pretensión ya concedida.

En efecto, encuentra la Sala que en el auto de complementación, corrección y aclaración, tanto en su parte considerativa como en la resolutiva el Tribunal hizo referencia, de manera clara, evidente y exclusiva, a la solicitud de complementación formulada, la cual denegó, por lo que tal pronunciamiento no se extendió a lo previamente definido en el laudo.

Por lo que precede, la Sala declarará infundado, por este aspecto, el recurso interpuesto.

5.2. Haber recaído el laudo sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, haber concedido más de lo pedido o no haber decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento (ordinal 9º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012)

La causal 9ª de anulación regula el fenómeno de la congruencia y hace referencia a los casos en los que el laudo recae sobre puntos no pedidos en la demanda o en su respuesta, es decir, a los eventos en que la decisión no se refiere ni a los hechos y ni a las pretensiones formuladas en la demanda, u omite pronunciarse frente a las excepciones alegadas, por manera que no resulta concordante, ni armónico con lo indicado por los extremos del proceso y, por ende, deviene en inconsonante o incongruente.
Sobre el particular, ha señalado la Corporación:

“(…) la decisión final de los árbitros debe resultar armónica, consonante y concordante con los hechos y las pretensiones formuladas en la demanda, y en las demás oportunidades procesales contempladas, y con las excepciones que resulten probadas o hubieren sido alegadas, cuando así lo requiera la ley, todo esto sometido a su consideración por la voluntad de las partes en el proceso arbitral dentro de los límites previstos en el pacto arbitral (cláusula compromisoria o compromiso) celebrado por ellas y en la ley, fuentes éstas que otorgan y enmarcan la competencia de los árbitros.

“En efecto, el principio de congruencia implica que en la decisión de los árbitros que ponga fin a un litigio debe existir una adecuación o perfecta simetría entre lo pedido y lo resuelto, de manera que puede verse afectada cuando el juez concede más allá de lo pedido (ultra petita); o cuando decide sobre puntos no sometidos al litigio (extra petita), o cuando concede menos de lo pedido o deja de pronunciarse sobre cuestiones sujetas al proceso (infra o citra petita).”

5.2.1. Sustentación de la causal por el impugnante

5.2.1.1. Afirma el recurrente que el laudo recayó sobre puntos no pedidos en la demanda y que no se refiere a los hechos en concordancia con sus respectivas pretensiones. Este aserto lo sustenta así:

· En relación con las pretensiones segunda C, equilibrio económico 2, y segunda F, expresó que el Tribunal, se apartó de las pruebas cuyo decreto y práctica había solicitado el convocante para decidir acerca de la pretensión, “…disminuyendo las garantías y defensa para esta parte procesal”.

Agregó que el Tribunal omitió pronunciarse frente a esta pretensión, por lo que se solicitó la correspondiente corrección y complementación del laudo, y precisó:

“La prueba puesta a disposición del Tribunal en la demanda para esta pretensión que se relaciona directamente con el hecho 25, es documental y testimonial, nunca una prueba pericial.

“(…)

“El Tribunal al fallar esta pretensión incurrió en incongruencia al fallar extra petita, al apartarse de las pruebas que le puso la convocante como marco para su actuación en la demanda, falló esa pretensión con una prueba diferente que no tiene absolutamente nada que ver con los hechos que se relacionan con esa pretensión, el dictamen pericial.” (Negrilla fuera del texto original)

5.2.1.2. En cuanto a las pretensiones segunda B y segunda D, advirtió el convocante que, además de haber solicitado, sin éxito, la complementación respectiva al Tribunal, se trataba del reconocimiento de intereses de ley regulados por el artículo 4 de la Ley 80 de 1993 y el artículo 8.1.1. del Decreto 734 de 2012 y que, por error, el Tribunal no aplicó al “… darle valor a una prueba no pedida que no tiene ninguna relación con estas pretensiones”. Reiteró, además, lo transcrito en el numeral anterior respecto del fallo extra petita del Tribunal al apartarse de las pruebas que le puso el convocante como marco para su actuación, esto es, señaló que “[e]l Tribunal al fallar esta pretensión incurrió en incongruencia al fallar extra petita, al apartarse de las pruebas que le puso la convocante como marco para su actuación en la demanda, falló esa pretensión con una prueba diferente que no tiene absolutamente nada que ver con los hechos que se relacionan con esa pretensión, el dictamen pericial“ (Se destaca).

5.2.2. Consideraciones de la Sala

En primer lugar, con el objeto de lograr un mejor entendimiento del cargo formulado, la Sala encuentra necesario precisar que, tal como se dejó indicado en la primera parte de esta providencia (cfr. supra I.3), la pretensión segunda, letra C, de la demanda arbitral, contiene dos conceptos de reclamación denominados “equilibrio económico 2” y “equilibrio económico 3”, los cuales, si bien gozan de un mismo fundamento jurídico, su cuantía y sustento fáctico es diferente.

Pues bien, para resolver la impugnación formulada, la Sala debe reiterar lo señalado en el numeral I.4 de la presente providencia, en relación con el principio dispositivo sobre el que se edifica el recurso extraordinario de anulación y, particularmente, a la limitación competencial del juez de la anulación no sólo respecto a las causales alegadas por el recurrente, sino a la sustentación correspondiente, la cual marca el límite y alcance de la decisión. Así las cosas, para el caso de la causal 9 de anulación del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, al impugnante no le bastará alegar la incongruencia del laudo, sino que deberá precisar si ella se concreta en una decisión ultra, extra, infra o citra petita, sustentando, por supuesto, sus afirmaciones.

Por otra parte, debe indicar la Sala que en materia probatoria rige el principio de la comunidad de la prueba o de la adquisición procesal, conforme con el cual, independientemente de quien aporte o solicite el decreto de la prueba, una vez practicada la misma hace parte del proceso y se pierde cualquier disponibilidad sobre la misma, al punto que no resulta procedente desistir de las pruebas una vez las mismas se han practicado: el proceso adquiere objetivamente la prueba y con base en todas las recaudas regularmente en el proceso, el juez deberá fundar su decisión.

Deviene del principio referido, además, que tanto lo favorable u odioso de una prueba beneficia o afecta a quien solicitó su práctica y, además, que aquellas que han sido apropiadas por el proceso harán parte del espectro con el que contará el juzgador para adoptar su decisión, independientemente del querer de las partes.

Por último, debe reiterarse que dentro del recurso extraordinario de anulación no tiene cabida, por regla general, el estudio de errores in judicando, es decir, por violación de normas sustanciales por parte del juez arbitral, como sería el caso de su infracción indirecta por error de hecho, esto es, la infracción de la ley sustancial por un yerro en relación con las pruebas producidas en el proceso para acreditar las circunstancias fácticas relevantes del litigio, por error de hecho evidente cuando el juzgador cree equivocadamente en la existencia o inexistencia de un medio probatorio en el proceso o cuando al existente le da una interpretación ostensiblemente contraria a su contenido real, es decir, cuando desacierta en la contemplación objetiva de la prueba, en cuanto la omitió, ignoró o creyó que existía o al apreciarla distorsionó la situación fáctica
.

Por lo indicado, no puede compartir esta Sala el argumento del recurrente en relación con el fallo extra petita con el cual busca sustentar la configuración de la causal alegada, pues supone que la competencia del Tribunal Arbitral se encuentra limitada a lo indicado en la demanda respecto de cada una de las pruebas y, concretamente, a lo que con ellas se busca demostrar, olvidando que la prueba que ingresa al plenario no queda a disposición de la parte que la pidió y pasa a conformar el universo probatorio del que dispondrá el juez para, fundado en la sana critica, formarse su opinión y valorarlas en conjunto con el objeto de adoptar la decisión que corresponda.

En la justicia arbitral no sucede nada diferente a lo indicado en precedencia y el marco competencial del árbitro estará dado por la ley, el pacto arbitral, el petitum, la causa petendi y la exceptio, pero, de ninguna manera, por aquello que las partes prendan probar con los medios de convicción que aporten o cuya practica requieran, por manera que se presente un fallo extra petita, como lo afirma el recurrente, cuando el Tribunal de Arbitramento valore una prueba de una manera que no considere procedente alguno de los extremos procesales.

Una alegación en el sentido referido, es decir, conforme con la cual el juez arbitral le otorgó a uno de los medios de convicción un valor contrario a su contenido, alude, como se dejó visto, a una violación indirecta de la ley sustancial por error de hecho, asunto que escapa, evidentemente, al alcance del recurso de anulación.

Teniendo claro lo anterior, esta Sala declarará infundado el recurso interpuesto con base en la causal 9ª de nulidad prevista en el artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, pues la valoración probatoria del Tribunal Arbitral de ninguna manera podrá considerarse como causal de incongruencia del fallo, toda vez que, por una parte, estaría referida a errores in judicando del juez arbitral y, por otra, la convicción de las partes frente a lo que se busca demostrar con los medios probatorios que hacen parte del proceso, no limita la competencia del juez arbitral para adoptar sus decisiones en virtud del principio de la adquisición procesal.

6. Costas

El inciso quinto del artículo 43 de la Ley 1563 de 2012 dispone que si ninguna de las causales prospera, se declarará infundado el recurso y se condenará en costas al recurrente, salvo que éste haya sido presentado por el Ministerio Público.

En éste asunto no aparecen acreditados expensas o gastos que se hubieren efectuado con ocasión del recurso de anulación, razón por la cual sólo habrá lugar al pago de las agencias en derecho que en éste caso se estiman en la suma de 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO.- DECLARAR INFUNDADO el recurso de anulación propuesto por el convocante Marco Antonio Marín Ramírez contra el laudo arbitral del 11 de junio de 2014, aclarado, corregido y complementado en auto del 20 de junio de 2014, proferido por el Tribunal de Arbitramento constituido para de dirimir las controversias surgidas entre el convocante y el Municipio de Jamundí (Valle del Cauca), con ocasión del contrato de prestación de servicios profesionales No. 34-14-08-265 del 1 de abril de 2011.

SEGUNDO.- CONDENAR en costas al recurrente y por consiguiente al pago de la suma de diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes que es el valor en que se estiman las agencias en derecho.

TERCERO.- ORDENAR devolver el expediente al Tribunal de Arbitramento por conducto de su Secretaría.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

HERNÁN ANDRADE RINCÓN
Magistrado
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
Magistrado
� Folios 2 al 22 del cuaderno principal. En escrito del 4 de julio de 2011 la parte demandada presentó reforma a la demanda para agregar nuevos hechos y solicitar pruebas adicionales (folio 45 y ss. loc. cit.).


� La nueva estipulación es del siguiente tenor: “Adicional a lo anteriormente pactado, el municipio se obliga para con el contratista a reconocer hasta el TREINTA POR CIENTO (30%) sobre los intereses y agencias en derecho que se logren en el desarrollo de su gestión en la etapa PERSUASIVA, que traiga como consecuencia la recuperación de los dineros a favor de las arcas del municipio, las cuales serán acordadas con el contribuyente. Si el dinero de los impuestos se recauda en la etapa COACTIVA, quien pagará la gestión profesional será el ejecutado, equivalente al VEINTE POR CIENTO (20%) del valor del adeudado, que serán acordados con el contribuyente, los cuales serán a favor del contratista. El Municipio de JAMUNDÍ VALLE recibirá el ciento por ciento (100%) de los dineros que se recauden como producto de los impuestos y los gastos de gestión del abogado.


“La modificación anterior se aplicará para las cuentas de cobro pendientes por pagar al contratista”. (Folios 117 y 118 del cuaderno principal).


� De conformidad con el hecho 9A de la demanda (Folios 47 y 48 del cuaderno principal – Adición a la demanda), la administración municipal consideró innecesaria una reunión con el contratista para definir el procedimiento a seguir, pues ello había tenido lugar previamente con el contratista en virtud de un contrato anterior celebrado entre las mismas partes.


� Folio 93 del cuaderno principal.


� Folio 20 loc. cit.


� Folios 26 y 27 loc. cit. En auto sin número incluido en el acta de la audiencia celebrada el 27 de agosto de 2013, el Tribunal admitió la reforma a la demandada presentada y ordenó las notificaciones prevista en la ley.


� Folios 68 a 76 loc. cit.


� Folios 79 a 86 loc. cit.


� Por la cual se prohíbe que las entidades territoriales deleguen, a cualquier título, la administración de los diferentes tributos a particulares y se dictan otras disposiciones.


� Folios 87 a 97 del cuaderno principal.


� Folios 111 a 116 loc. cit.


� Folios 124 a 130 loc. cit.


� Folios 159 y 160 loc. cit.


� Folios 197 a 198 loc. cit.


� Folios 201 a 203 loc. cit.


� Ley 1563 de 2012, artículo 41: “Causales del recurso de anulación. Son causales del recurso de anulación:


“(…)


“8. Contener el laudo disposiciones contradictorias, errores aritméticos o errores por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén comprendidas en la parte resolutiva o influyan en ella y hubieran sido alegados oportunamente ante el tribunal arbitral.


“9. Haber recaído el laudo sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, haber concedido más de lo pedido o no haber decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento”.


� Folio 94 loc. cit.


� Folios 98 a 100 loc. cit.


� Ley 1563 de 2012, artículo 118. “Derogaciones. Deróguese [sic] el Decreto número 2279 de 1989; el inciso primero del artículo 10 del Decreto número 1056 de 1953, los artículos 90 a 117 de la Ley 23 de 1991; los artículos � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2651_1991.html" \l "12" �12� a � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2651_1991.html" \l "20" �20� del Decreto número 2651 de 1991; los artículos � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0080_1993_pr001.html" \l "70" �70� a � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0080_1993_pr001.html" \l "72" �72� de la Ley 80 de 1993; los artículos � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0446_1998_pr003.html" \l "111" �111� a � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0446_1998_pr003.html" \l "132" �132� de la Ley 446 de 1998; los artículos � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1818_1998_pr002.html" \l "111" �111� a � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1818_1998_pr005.html" \l "231" �231� del Decreto número 1818 de 1998; el inciso 3 del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_procedimiento_civil_pr011.html" \l "331" �331� del Código de Procedimiento Civil modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0794_2003.html" \l "34" �34� de la Ley 794 de 2003; el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1150_2007.html" \l "22" �22� de la Ley 1150 de 2007; la Ley � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0315_1996.html" \l "Inicio" �315� de 1996; el literal b) del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1394_2010.html" \l "3" �3�o y el inciso 3 del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1394_2010.html" \l "7" �7� de la Ley 1394 de 2010, el numeral 12 del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1480_2011_pr001.html" \l "43" �43� de la Ley 1480 de 2011; el inciso 2 del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_procedimiento_civil_pr023.html" \l "693" �693� del Código de Procedimiento Civil; y el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr005.html" \l "194" �194� del Código de Comercio, así como todas las disposiciones contrarias a la presente ley.”


� Ídem, artículo 119: “Vigencia. Esta ley regula íntegramente la materia de arbitraje, y empezará a regir tres (3) meses después de su promulgación. Esta ley sólo se aplicará a los procesos arbitrales que se promuevan después de su entrada en vigencia”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera, providencia del 6 de junio de 2013, expediente 45922, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.


� Folio 2 del cuaderno principal.


� Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Artículo 149. El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, por intermedio de sus secciones, subsecciones o Salas especiales, con arreglo a la distribución de trabajo que la Sala disponga, conocerá en única instancia de los siguientes asuntos: 


(…)


7. Del recurso de anulación contra laudo arbitral proferidos en conflictos originados en contratos celebrados por una entidad pública, por las causales y dentro del término prescrito en las normas que rigen la materia. Contra la sentencia que resuelva este recurso sólo procederá el recurso de revisión. 


� Modificado mediante el Acto Legislativo 03 de 2002, artículo 1.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 7 de noviembre de 2002, expediente 21943, C.P. Jesús María Carrillo, señalando: “Esta misma Sala ha sostenido que la importancia de la justicia arbitral radica en el reconocimiento que el Estado otorga a la autonomía de los particulares en la regulación de sus intereses, sin abdicar de su función esencial, y destaca entonces, la naturaleza contractual de la justicia arbitral y de allí la necesidad de una voluntad expresa de someterse a una vía de excepción sustrayéndose de la regla general, voluntad ésta que es distinta de la voluntad contractual y por lo tanto se expresa dentro del mismo instrumento o acto jurídico, o por separado. El reconocimiento de la autonomía privada, no es una renuncia a la soberanía del Estado, ni dimisión de sus funciones, ni la cesión del monopolio de la justicia; el Estado apenas faculta, autoriza, patrocina y homologa la actividad de la justicia arbitral, dentro de la cual debe observarse la Constitución y la Ley y todas las garantías procesales, que son expresión de orden público jurídico y protección de los usuarios”Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Noviembre 7 de 2002. C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros Exp. No. 21943.


� Ley 1563 de 2012, artículo 3°. Pacto arbitral. El pacto arbitral es un negocio jurídico por virtud del cual las partes someten o se obligan a someter a arbitraje controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas.


� Ídem, artículo 4°. “Cláusula compromisoria. La cláusula compromisoria, podrá formar parte de un contrato o constar en documento separado inequívocamente referido a él”.


� Ídem, artículo 6°. “Compromiso. El compromiso podrá constar en cualquier documento, que contenga:


“1. Los nombres de las partes.


“2. La indicación de las controversias que se someten al arbitraje.


“3. La indicación del proceso en curso, cuando a ello hubiere lugar. En este caso las partes podrán ampliar o restringir las pretensiones aducidas en aquel”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 20 de febrero de 2008, expediente 33670, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


�Corte Constitucional, Sentencia C-248 de abril 21 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Nota original de la providencia transcrita: “Corte Constitucional, Sentencia T-136 de 20 de febrero de 2003, M.P. Jaime Córdoba Triviño, reitera el criterio jurisprudencial contenido en el Sentencia C-248 de 1999, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz”.


� Nota original de la providencia transcrita: “Entre otras, el auto de 14 de agosto de 2003, Exp. 24344, M.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez”. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2006, expediente 32871, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. sentencia del 27 de mayo de 2004, expediente 25156, C.P. María Elena Giraldo Gómez.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 17 de agosto de 2000, expediente 17704, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Entre otras sentencias de la Sección Tercera del Consejo de Estado se destacan las siguientes: 15 de mayo de 1992, exp. 5326; 12 de noviembre de 1993, exp. 7809; 24 de octubre de 1996, exp. 11632; 16 de junio de 1994, exp. 6751; 18 de mayo de 2000, exp. 17797; 23 de agosto de 2001, exp. 19090; 28 de abril de 2005, exp. 25811; 4 de julio de 2002, exp. 21217; 20 de junio de 2002, exp. 19488; 4 de julio de 2002, exp. 22012; 1º de agosto de 2002, exp. 21041; 25 de noviembre de 2004, exp. 25560; 8 de junio de 2006, exp. 32398; 4 de diciembre de 2006, exp. 32871; 26 de marzo de 2008, exp. 34071; y 13 de agosto de 2008, exp. 34594.


� Nota original del texto transcrito: “Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 15 de mayo de 1992, Exp. 5326; en el mismo sentido pueden consultarse las sentencias de 4 de agosto de 1994, Exp. 6550 y de 16 de junio de 1994, Exp. 6751”.


� Nota original del texto transcrito: “Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de diciembre de 2006, Exp. 32871”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 15 de mayo de 1992, expediente 5326. C.P. Daniel Suárez Hernández


� Sentencia SU-047 de 29 del enero 1999. M.P. Alejandro Martínez y Carlos Gaviria.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de junio de 2002, expediente 20634, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Nota original del texto transcrito: “Ver sentencia del 12 de noviembre de 1993, exp. 7809”.


� Nota original del texto transcrito: “En este sentido puede verse sentencia del 15 de mayo de 1992, Exp. 5326”.


�Nota original del texto transcrito: “Sentencia de 12 de noviembre de 1993, ya citada”.


� Nota original del texto transcrito: “Para esta época el art. 310 del c. de p. c expresaba:  “Corrección de errores aritméticos y otros.  Toda Providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético, es corregible por el juez que la dictó, en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, mediante auto susceptible de los mismos recursos que procedían contra ella, salvo los de casación y revisión .  (...)”.


� Nota original del texto transcrito: “Muy posiblemente siguiendo esta orientación el decreto ley 2282 de 1989 adicionó el art. 310 del c. de p.c. para permitir que se corrigieran de la misma manera que los errores aritméticos los derivados de ‘omisión o cambio de las palabras o alteración de éstas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o influyan en ella’”.


� Nota original del texto transcrito: “También la sección cuarta de esta Corporación, en sentencia del 3 de marzo de 1994 (Exp. 5189) expresó: ‘Para saber si el resultado de una operación aritmética es correcto, obviamente debe hacerse el cálculo pertinente, conforme a la regla de su función, debiendo verificarse, previamente, si los factores puestos en la relación matemática son los correctos, pues en caso contrario, el resultado sería errado, pero no propiamente por defectos de la operación  misma, que es lo eventualmente sancionable si se refleja en menor impuesto o mayor saldo a favor, sino porque uno o varios de los factores de cálculo son equivocados, comúnmente por fallas de transcripción, que quien alega el error, no solamente ‘puede’, sino que ‘debe’ probar’”.


� Nota original del texto transcrito: “CARNELUTTI Francesco. Instituciones del Proceso Civil.  Buenos Aires, Ediciones jurídicas Europa-América, 1956. Vol. I. P. 543.  En el mismo sentido CALAMANDREI señala que en los eventos de corrección de errores materiales no se trata de “impedir que la sentencia sujeta a gravamen adquiera la categoría de cosa juzgada o de invalidar la sentencia que ya reviste la autoridad de cosa juzgada, sino más bien de hacer valer en su verdadera intención la voluntad del juez, que ha encontrado inexacta o incompleta expresión en el tenor de la sentencia..., esta especie de error no se refiere a la formación lógica de la sentencia, ni debe, por consiguiente, confundirse con el error de juicio in iure o in ipso: el juez ha razonado correctamente y ha querido completa y claramente; pero, después, ha sucedido que él mismo, al traducir a escrito su pensamiento, o el secretario, al redactar oficialmente el original de la sentencia (...), ha incurrido involuntariamente en alguna omisión o en alguna inexactitud en virtud de la cual se produce ‘una diversidad entre el concepto de la sentencia y su expresión material’. El procedimiento de corrección, pues, no está dirigido a introducir variación sobre la existencia de la sentencia, sino sólo a poner en evidencia la sentencia existente: tiende a hacer predominar id quod actum sobre quod dictum est.’ cfr. La Casación Civil, op. Cit, p. 227’”.


� Nota original del texto transcrito: “Principios de derecho procesal civil. Madrid. Ed. Reus S.A., 1977. p. 513”. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de junio de 2002, expediente 20634, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Folios 321 y 322 del cuaderno principal.


� Folios 329 loc. cit.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 6 de septiembre de 2011, expediente 39982, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, auto del 18 de julio de 2008, expediente 34543, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.





